Radicación: 66001-22-04-000-2020-00019-00

Accionante: Johan Stiven García Puerta 

Accionado: Fiscalía 14 Seccional de Pereira 

Decisión: Niega 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / TEMERIDAD / CASOS EN QUE SE PRESENTA / SANCIÓN / DENEGACIÓN DEL SEGUNDO AMPARO SOLICITADO POR EL ACCIONANTE.
… con el fin de evitar el abuso del mecanismo constitucional de amparo, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 38 contempló la figura de la actuación temeraria, que se da cuando una persona por desconocimiento o por una actitud caprichosa, presenta ante distintos jueces, al tiempo o en momentos diferentes, acciones constitucionales en con identidad de partes, de pretensiones y de hechos: “Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes (…)”.
Partiendo de lo anterior, y con el fin de establecer si existe o no temeridad en el presente asunto, se hizo una comparación entre la acción tramitada en el mes de octubre del año anterior y la que en esta oportunidad concita la atención de la Colegiatura…
De lo anterior, se logró evidenciar que el señor García Puerta hizo uso de este mecanismo constitucional en pretérita ocasión, en relación con la pretensión de que se le suministre copia física de los elementos de prueba recaudados por la Fiscalía. Así las cosas, es claro que estamos en presencia del mismo debate que se había surtido ante este Despacho judicial, en lo concerniente a la pretensión consignada en relación con las copias de unas piezas procesales, razón suficiente para que la Sala no se ocupe de realizar ningún tipo de estudio con respecto a tal solicitud, dado que no se avizora ningún hecho novedoso que haga viable realizar nuevas elucubraciones al respecto, lo que nos lleva a concluir que sí ha operado el fenómeno de la temeridad, lo que por obvias razones, acorde con lo consignado en el artículo 38 arriba citado, conlleva a que se niegue el amparo deprecado por el accionante en tal sentido.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Pereira, martes once (11) de febrero de dos mil veinte (2020)  
Hora: 3:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 95 
	Radicación:
	66001-22-04-000-2020-00019-00

	Accionante:   
	Johan Stiven García Puerta 

	Accionado:
	Fiscalía 14 Seccional de Pereira 

	Decisión: 
	Niega  


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por parte del señor JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA, en contra de la FISCALÍA 14 SECCIONAL DE PEREIRA, y otros, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición. 
ANTECEDENTES:
Narró el accionante que ha presentado diversas solicitudes a la Fiscalía 14 Seccional de Patrimonio Económico de Pereira, el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira y el “Procurador Judicial”, con el fin de obtener una respuesta clara y objetiva respecto a la posibilidad de acceder en medio físico al material probatorio recaudado por la el Ente Acusador al interior de un proceso penal seguido en su contra, sin que para ello se le exija incurrir en ningún tipo de gasto; sin embargo, el Juzgado se negó a recibir la petición, en la Procuraduría tampoco la recibieron porque el Procurador se encontraba en vacaciones, la Fiscalía la recibió y como respuesta le indicó que debido a la campaña “cero papel” no le pueden hacer entrega de las copias físicas que reclama y que toda la información se la entregó a su abogado, pero este último también le ha dicho que no ha recibido nada.  
Resaltó que él ya ha puesto en conocimiento de la Fiscalía que el medio magnético no resulta idóneo para acceder a las evidencias que hay en su contra, dado que en la Cárcel no hay equipos de cómputo que le presten para analizar esa información, por lo que exige que se le haga entrega de las fotocopias a costa de la Fiscalía porque él no tiene recursos para sufragar los gastos de las mismas. 

 PRETENSIONES:
El accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y defensa, y en virtud de ello, se le ordene a la Fiscalía accionada que le haga entrega de todo el material probatorio en medio físico, y además se les exija a los demás accionados una explicación de por qué no recibieron sus peticiones.     
TRÁMITE PROCESAL:
El Despacho sustanciador admitió la acción mediante auto del 29 de enero de 2019, a través del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Fiscalía 14 Seccional de Pereira, el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, y la Procuraduría Judicial 290 de Pereira. Además, vinculó oficiosamente al apoderado del accionante.  

INTERVENCIONES: 
Dentro del término de traslado se recepcionaron las siguientes: 
LA FISCALÍA 14 SECCIONAL DE PEREIRA: dijo que en ese Despacho se ha dado respuesta a los distintos derechos de petición presentados por el accionante, en los cuales se le ha indicado de manera clara que el descubrimiento del material probatorio ya se realizó tanto a la Defensa como al Ministerio Público. 
Por otro lado, expuso con respecto a la gratuidad en el acceso a la administración de justicia, que ha sido el Estado quien ha asumido el costo de su defensa técnica, a través de un defensor público que ha estado atento a su deber. 
Finalmente indicó que esa Fiscalía hizo entrega al accionante de toda la información requerida en medios magnéticos, sin que sea racionalmente posible entregarle las copias en físico de un expediente tan voluminoso. 
JUZGADO QUINTO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA: argumentó que en ese Despacho no se está adelantando ningún proceso en contra del aquí accionante, de modo que no tiene injerencia alguna en sus reproches. 

PROCURADOR 290 JUDICIAL PENAL: indicó que los dichos del accionante no reflejan la supuesta vulneración que en contra de sus derechos alega. 
También explicó que el 20 de diciembre de 2019 el accionante remitió un escrito a esa oficina solicitando copias de unos documentos, y otras peticiones, sin embargo, fue informado por medio de su escribiente que él se encontraba disfrutando de su período vacacional, pero que tan pronto se reintegrara la brindaría una respuesta, como en efecto ocurrió. 
Finalmente expuso que la presente actuación es temeraria, porque el actor ya había promovido acción de tutela en iguales términos, y de igual manera ha presentado en actuación penal maniobras dilatorias que han impedido el normal curso del proceso.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala establecer si como afirma el accionante, sus derechos han sido violentados por parte de los accionados, al no darle respuesta a sus derechos de petición en los términos en que él lo espera. 

De igual manera, en criterio de la Corporación, en este asunto surge un problema jurídico coyuntural que se debe resolver de manera previa, y es el consistente en establecer si en el caso bajo estudio se ha presentado el fenómeno de la temeridad al momento de impetrar la acción.   
· Solución: 

Si bien es cierto, conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de las autoridades públicas, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley; para poder acceder a ella se deben cumplir una serie de requisitos de procedibilidad que necesariamente deben ser verificados por el Juez de tutela antes de entrar a efectuar pronunciamientos de fondo respecto del asunto puesto en su conocimiento. 

Adicional a lo anterior, y con el fin de evitar el abuso del mecanismo constitucional de amparo, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 38 contempló la figura de la actuación temeraria, que se da cuando una persona por desconocimiento o por una actitud caprichosa, presenta ante distintos jueces, al tiempo o en momentos diferentes, acciones constitucionales en con identidad de partes, de pretensiones y de hechos: “Actuación temeraria. Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes (…)”.
Al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 

“La temeridad es entendida como un fenómeno jurídico que tiene lugar cuando “sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela es presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales”. Su configuración se traduce en el rechazo y en la resolución desfavorable de todas las solicitudes, sin perjuicio de las sanciones que establece la ley.

Esta corporación se ha pronunciado, reiteradamente, sobre las actuaciones temerarias en ejercicio de la acción de tutela y al respecto ha señalado los supuestos que deben verificarse para su tipificación.

Al efecto, tienen que concurrir tres elementos: (i) una identidad en el objeto, es decir, que “las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental”; (ii) una identidad de causa petendi, que hace referencia a “que el ejercicio de las acciones se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa”; y, (iii) una identidad de partes, o sea que las acciones de tutela se hayan dirigido contra el mismo demandado y, de igual manera, se hayan interpuesto por el mismo demandante, ya sea en su condición de persona natural o persona jurídica, de manera directa o por medio de apoderado.
En caso de que el juez, en el análisis de la existencia de la temeridad, observe la concurrencia de los tres elementos señalados, tendrá la obligación de descartar, además, que dentro de la segunda acción de tutela no concurra una razón válida que justifique su interposición para que sea posible el rechazo de ésta, o la denegación de la solicitud que ella contenga.”

Partiendo de lo anterior, y con el fin de establecer si existe o no temeridad en el presente asunto, se hizo una comparación entre la acción tramitada en el mes de octubre del año anterior y la que en esta oportunidad concita la atención de la Colegiatura: así, los trámites se identifican de la siguiente manera: 

· Acción de tutela radicada bajo el número 660012204000-2019-00146-00, misma que con ponencia de quien también desempeña igual labor en esta oportunidad, fue aprobada mediante acta de Sala No. 998 del 31 de octubre de 2019, en la cual se declaró improcedente la solicitud de amparo constitucional reclamada por el señor Johan Stiven García Puerta en contra de la Fiscalía 14 Seccional de Pereira y otros, trámite con el cual pretendía, según allí se consignó, que: “… se le ordene a la Fiscalía accionada la entrega de todo el material probatorio ya descubierto, sin que para ello se le exija sufragar los gastos de las copias; de igual manera, se le ordene a la Cárcel La 40 que le permita el acceso a las instalaciones de sistemas por lo menos 2 horas diarias, con el fin de poder visualizar el contenido digital del material probatorio; además, se le ordene a la Defensoría que le brinde garantías para una defensa técnica; por último, que se le ordene a la Procuraduría que sea garante de sus derechos como sujeto procesal.” 
· Acción de tutela radicada bajo el número 660012204000-2020-00019-00 (actual), donde es accionante el señor Johan Stiven García Puerta en contra de la Fiscalía 14 Seccional de Pereira y otros, tramite en el que ésta vez solicita que se le ordene a la Fiscalía accionada que le haga entrega de todo el material probatorio en medio físico, y además se les exija a los demás accionados una explicación de por qué no recibieron sus peticiones.     
lo anterior, se logró evidenciar que el señor García Puerta hizo uso de este mecanismo constitucional en pretérita ocasión, en relación con la pretensión de que se le suministre copia física de los elementos de prueba recaudados por la Fiscalía. Así las cosas, es claro que estamos en presencia del mismo debate que se había surtido ante este Despacho judicial, en lo concerniente a la pretensión consignada en relación con las copias de unas piezas procesales, razón suficiente para que la Sala no se ocupe de realizar ningún tipo de estudio con respecto a tal solicitud, dado que no se avizora ningún hecho novedoso que haga viable realizar nuevas elucubraciones al respecto, lo que nos lleva a concluir que sí ha operado el fenómeno de la temeridad, lo que por obvias razones, acorde con lo consignado en el artículo 38 arriba citado, conlleva a que se niegue el amparo deprecado por el accionante en tal sentido. 
Por otro lado, en lo concerniente a la segunda pretensión del accionante, en relación con unos derechos de petición que se negaron a tramitar en el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira y Procuraduría 290 Judicial Penal, esta Colegiatura considera que tampoco es necesario ahondar mucho en ese tema, pues en primer lugar, el Juzgado explicó que allí no se está adelantando absolutamente ninguna actuación en contra del hoy accionante, razón por la cual carece de competencia para efectuar pronunciamientos en relación con el proceso que adelanta otro Despacho. 
Por otro lado, con respecto a las quejas del libelista sobre la supuesta falta de respuesta por parte de la Procuraduría, encuentra la Sala que el Dr. Jorge Enrique Álvarez ya le dio respuesta a su derecho de petición, por lo que es obvio que nos encontramos ante una carencia de objeto en ese sentido, dado que sus pretensiones en ese sentido fueron satisfechas en el devenir del presente trámite tuitivo. 

De acuerdo con todo lo dicho hasta el momento, y sin necesidad de realizar estudios adicionales, la solicitud de amparo constitucional reclamada se habrá de negar.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos fundamentales invocados por el señor JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA en contra del JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, y otros, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO: En caso de no ser objeto de recurso SE ORDENA remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-873 de 2013, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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